PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud informe sobre los siguientes aspectos:

1- Cuáles son los fundamentos institucionales por los cuales la provincia  de Santa Fe no firmó la declaración del Consejo Federal de Salud (Cofesa) en respaldo a las familias, autoridades y los actores del sector de salud de Buenos Aires y Mendoza que intervinieron en los casos de dos jóvenes discapacitadas violadas.

2- Qué medidas sanitarias están prevista para la atención de abortos no punibles, contemplados en el Código Penal en los incisos 1 y 2 del artículo 86, en los efectores públicos provinciales.

3- Qué partidas específicas se han previsto en el presupuesto provincial 2007 para el Programa de Salud Reproductiva y Procreación Responsable creado por Ley 11888.

4- Cuál es el monto del presupuesto provincial erogado en los últimos dos ejercicios para compra de métodos anticonceptivos. En caso afirmativo detallar los métodos adquiridos y su cantidad.

5- Sí está contemplada la anticoncepción de emergencia, específicamente indicada para casos de violación, en las acciones del Programa de Salud Reproductiva.

6- Cuántas ligaduras de trompas y vasectomías se han realizado desde la aprobación de la ley provincial en los efectores de salud dependientes del Ministerio detallando la nómina de efectores intervinientes.

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:

El jueves próximo pasado, los ministros de Salud de todo el país nucleados en el Consejo Federal de Salud que preside el ministro de la Nación Ginés González García; firmaron una declaración de apoyo "a las autoridades y a los actores del sector de la salud de Mendoza y Buenos Aires", que intervinieron en los polémicos abortos de dos jóvenes discapacitadas violadas. Ellos "intervinieron cumpliendo con las leyes y en salvaguarda del derecho a la atención médica", destacó la declaración que también expresa su apoyo "a las familias involucradas". Firmaron todos, menos las provincias de Santa Fe y San Juan.

Lamentablemente nuestra provincia no suscribió el documento y según dichos de la Ministra de Salud, Dra. Simoncini a LT8 "La cuestión de la interrupción del embarazo en nuestra provincia es un tema todavía en debate, con muchas aristas y dificultades para su abordaje", y por eso consideró "que no era conveniente firmarlo". Ahora bien: ¿porqué nos resulta preocupante esta cuestión?. Y en esto coincidimos con la Dra. Diana Maffia(*) quien dice:

· “El no respeto de las causales de impunibilidad del aborto, transforma en clandestinos los abortos que están dentro de la ley.

· La modificación arbitraria de la letra de la ley, que agrega restricciones no existente en las  normas, viola el sistema republicano de división de poderes, atribuyendo capacidades legislativas a la justicia o al ejecutivo.

· La judicialización innecesaria de una práctica de salud pone una barrera inconstitucional al acceso a la salud integral.”

En este sentido es que rescatamos lo expresado por el Ministro de Salud de la Nación y registrado por la agencia Telam, "Lo que no podemos hacer es no cumplir con la ley y estos eran casos en los que estaba totalmente claro que se encuadraban dentro de las posibilidades de aborto, por lo que corresponde al Estado cumplir con los procedimientos para que no se genere una terrible situación cuyas principales víctimas son las chicas y sus familias".

El ministro indicó además que no se trata de que haya más casos de jóvenes discapacitadas embarazadas por violación sino que "la gente se anima a denunciarlos más" y agregó que "no debemos postergar más un debate de tanta importancia y de tanta trascendencia sanitaria como lo es el aborto, que es la primera causa de muerte materna en el país".
Para otro medio, Diario el Litoral expresó la Ministra ...“La provincia tiene una clara postura a favor de la vida y estamos trabajando en ese sentido”..., por ello entendemos que en forma urgente debemos contar con una Reglamentación para la realización de los abortos legales en los Hospitales Públicos sin intervención judicial. En este sentido, la Provincia sí suscribió el Compromiso para la Disminución de la Mortalidad Materna (COFESA- oct. 2004) que entre otros puntos dice que se debe “garantizar el acceso a la atención de los abortos no punibles en los hospitales públicos, dando cumplimiento a lo estipulado en el Código Penal”. Además Argentina fue observada por el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, en el año 2000, donde le recomendaron “que se reexaminen periódicamente las leyes y políticas en materia de planificación familiar. Las mujeres deben poder recurrir a los métodos de planificación familiar y al procedimiento de esterilización y, en los casos en los que se puedan practicar legalmente el aborto, se deben suprimir todos los obstáculos de su obtención.” 

Mucho se ha insistido en declaraciones públicas acerca de la decisión del Gobierno Provincial de “propiciar todo lo que la ley de salud reproductiva pone a disposición de la comunidad y de las personas en protección de la vida para evitar los embarazos que no se quieren”, sin embargo nunca contó con partidas presupuestarias propias la Ley 11888 -Programa de Procreación Responsable- 

Es por todo lo expuesto que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

